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León, Guanajuato, a 12 doce de septiembre del año 2014 dos mil catorce. .  
V I S T O para resolver el expediente número 337/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del TESORERO MUNICIPAL de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que el actor impugna la resolución …, dictada en el recurso revocación …, a través de la cual se confirma los estados de cuenta, los valores fiscales y los montos adeudados de las cuentas prediales  …, la primer cuenta tiene adeudos desde el primer  bimestre de 2005 y la segunda con adeudos desde el primer bimestre de 2006; y, su existencia se encuentra acreditada con el original de la referida resolución, la que forma parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada en las contestaciones a la demanda y a la ampliación de demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . .  . . . . .

La excepción de falta de acción y carencia de derecho, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica en el proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar la resolución combatida que nos ocupa, toda vez que obra en autos y se encuentra dirigida hacia la persona del actor y éste como destinatario de la misma está en aptitud de intentar la presente demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  

La excepción derivada de los artículos 136, 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la opone bajo el argumento de que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que la resolución tildada de ilegal reúnen los elementos y requisitos 
de validez, aspectos que se analizarán más adelante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción Nom Mutati Libeli y se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurriría en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ninguna causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261 y ante la inoperancia de las anteriores excepciones y defensas, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . 

CUARTO.- Que los concepto de impugnación que expresó la parte actora en el escrito de demanda y la argumentación expresada respecto a estos por la autoridad en la contestación de la demanda, se tienen por reproducidos como si a la letra se insertaren, toda vez que no es necesaria su transcripción; sirve de apoyo a lo anterior, como criterio orientador, la Tesis de Jurisprudencia sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, visible en la página 501 del Tomo XIV-Julio, de la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, que establece: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta a su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad de recurrir la resolución y alegar lo que estima pertinente para demostrar en su caso la ilegalidad de la  misma”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO el primer concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En principio, se impone señalar que el justiciable se duele de la ilegalidad de la resolución combatida por carencia de una adecuada fundamentación y motivación, ya que en la resolución hace una narración de hechos pretendiendo fundarla en datos arrojados por el padrón predial y catastral, pero no demuestra que existe la orden de valuación, ni la notificación de los resultados del avalúo, como lo establece el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, por ello, en este punto deberá dilucidarse si la argumentación esgrimida en este punto de conceptos de impugnación, es suficiente para declarar la ilegalidad de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En segundo lugar, también es importante señalar que los artículos 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, constriñen a las autoridades Municipales a fundar y motivar sus actos; entendiéndose por fundar la resolución fiscal, señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demandada se encuentra constreñida a indicar la fracción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivar se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión de la resolución, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el supuesto de hecho que     condiciona la aplicación del o los preceptos legales invocados como apoyo legal.  . . 
En ese tenor, sobre el aspecto de Fundamentación y motivación de la resolución …, dictada …, por su lado, el actor aduce que en esta resolución la demandada hace una narración de hechos pretendiendo fundarla en datos arrojados por el padrón predial y catastral, pero no demuestra que existe la orden de valuación, ni la notificación de los resultados del avalúo, como lo ordena el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, y que tal acto de molestia haya cumplido con las formalidades de los actos administrativos a que se refieren los artículos 136, 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y por su lado, el Tesorero Municipal, arguye que resulta improcedente este agravio, toda vez que para llegar a la determinación de modificar el valor fiscal del inmueble propiedad del actor, se agotaron los requisitos establecidos en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, tal y como lo acredita; asimismo, en el segundo considerando de la resolución impugnada expresa como argumento toral que el recurso de revocación no es procedente, en virtud que se modificó el valor fiscal del piso de la planta baja y de los cajones de estacionamiento, ya que de acuerdo con los datos arrojados por el sistema del padrón predial y catastral, para la cuenta predial …, se contaba con el avalúo de fecha 21 veintiuno de mayo de 2004 dos mil cuatro, por lo que la autoridad actuando con sus facultades señaladas en el artículo 162 fracción II en relación con el 168 párrafo segundo de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, realizó un nuevo avalúo el 20 veinte de julio del 2007 dos mil siete, con la finalidad de revisar los valores fiscales y en su caso actualizar la información, ya que como lo señala la citada Ley, el avalúo sólo tiene vigencia por dos años; y, para la cuenta predial … se contaba con el avalúo de fecha 18 dieciocho de diciembre de 2003 dos mil tres y se realizó un nuevo avalúo el 08 ocho de noviembre de 2006 dos mil seis, que fue combatido mediante escrito de inconformidad por el valor fiscal arrojado, presentado el 06 seis de diciembre de ese año, por el ciudadano … y atendiendo a su petición el 11 once de enero de  2007 dos mil siete, se emitió la orden de valuación … para practicar un avalúo, el cual fue practicado el 16 dieciséis de enero del mismo año. Derivado de los avalúos practicados a los inmuebles con las cuentas prediales citadas, desde el año 2007 dos mil siete, se dio a conocer el valor fiscal que sirve de base para calcular el impuesto predial y según información que obra en los archivos de la Dirección General de Ingresos, se generaron dos créditos fiscales, el de la cuenta predial …, tiene un adeudo desde el primer bimestre del año 2005 dos mil cinco, a la fecha y el de la cuenta predial …, un adeudo desde el primer bimestre del año 2006 dos mil seis y para ambos se ha iniciado el procedimiento administrativo de ejecución, conforme a derecho; que al no ser cubiertas la anualidades del impuesto predial de las referidas cuentas, el crédito se hace exigible mediante los requerimientos de pago y mandamientos de ejecución, por tanto, cada uno de estos enviados al actor, se le hizo conocedor del impuesto predial que estaba obligado a pagar, así como el valor con el que fueron valuados y registrados los inmuebles en cuestión desde los avalúos practicados en el año 2007 dos mil siete. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así, realizando un minucioso análisis de la resolución impugnada se advierte 
que se encuentra fundada, al expresar los artículos 162 fracción II y 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, como apoyo del avalúo practicado con fecha 20 veinte de julio del año 2007 dos mil siete, al inmueble registrado bajo la cuenta predial … y del otro avalúo realizado con fecha 16 dieciséis de enero de 2007 dos mil siete, al inmueble registrado bajo la cuenta predial …., con la finalidad de actualizar el valor fiscal, ya que los avalúos tienen vigencia por dos años, pues como puede advertirse del segundo considerando de la resolución en análisis, en cuanto a la primera cuenta, el último avalúo que se tiene, es el realizado el día 21 veintiuno de mayo de 2004 dos mil cuatro y respecto a la segunda cuenta, el último avalúo que se tiene, es el practicado el 18 dieciocho de diciembre de 2003 dos mil tres, luego entonces, conforme a lo asentado en el segundo considerando y tomando las fechas desde las que se ha pretendido actualizar el valor fiscal de los inmuebles que nos ocupan, a la fecha en la cual se emitieron los nuevos avalúos se encuentra fenecido el plazo de dos años;  siendo lo anterior así, resulta evidente que en la especie se actualiza una hipótesis jurídica de las previstas por el artículo 168 de la citada Ley de Hacienda para los Municipios, en razón de que al no existir una manifestación del valor de los inmuebles del justiciable, al no haberse producido un cambio en cuanto al nombre del contribuyente o en las características del inmueble o alguna otra circunstancia que origine una alteración de su valor por la ejecución de obras públicas o por la reconstrucción o rehabilitación de dichas obras, de este modo, el valor fiscal de los multicitados inmuebles únicamente podrá ser modificado por avalúo ordenado por el Tesorero Municipal, numeral que dispone: “Artículo 168.- El valor fiscal de los inmuebles, sólo podrá ser modificado, por la manifestación del valor de los inmuebles de los contribuyentes; cuando se produzca un cambio en cuanto al nombre del contribuyente, a las características del inmueble; o por otra circunstancia que origine una alteración de su valor con motivo de la ejecución de obras públicas, así como en la reconstrucción o rehabilitación de dichas obras. No habiendo alguna de las causas anteriores, el valor fiscal únicamente podrá ser modificado por avalúo, que tendrá vigencia por dos años, el cual se aplicará a partir del bimestre siguiente a la fecha en que se notifique. En este caso no podrá exigirse al contribuyente que cubra las diferencias que se deriven del nuevo valor fiscal y el anterior. Los bimestres posteriores a la notificación, deberán cubrirse conforme al nuevo valor fiscal. Al término de la vigencia establecida y en tanto se practica el nuevo avalúo, la base del Impuesto Predial seguirá siendo la del último valor fiscal. Cuando el contribuyente cubra por anualidad el impuesto predial y posteriormente la autoridad municipal ordene la práctica de un avalúo, no podrá exigirse el pago de las diferencias que resulten del valor anterior y el que arroje el avalúo practicado, en el ejercicio fiscal en que se llevó a cabo el avalúo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, la resolución combatida se encuentra indebidamente motivada, en virtud de que en su parte considerativa, respeto al avalúo practicado con fecha 20 veinte de julio del año 2007 dos mil siete, al inmueble registrado bajo la cuenta predial …, la autoridad demandada omitió expresar lo siguiente: la orden de valuación respectiva; el acta circunstanciada en la que se documentó la visita física al inmueble materia de la valuación, en donde se hace constar que se mostró dicho mandamiento escrito al ocupante del inmueble como lo exige el artículo 177, primer párrafo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; la diligencia y fecha de notificación de los resultados del avalúo; y, a su vez, no aportó al sumario esos actos fiscales. Por lo que, en esas condiciones, se concluye que el Tesorero Municipal no emitió ninguno de esos actos, en consecuencia, el referido avalúo se encuentra afectado de ilegalidad. . . . . 
De igual manera, la resolución a debate no se encuentra debidamente motivada, en cuanto al avalúo practicado con fecha 16 dieciséis de enero del año 2007 dos mil siete, al inmueble registrado bajo la cuenta predial …, en virtud de que si bien es cierto que el día 11 once de enero del año 2007 dos mil siete, se emitió la orden de valuación …, para practicar el referido avalúo, pero también es verdad, que la autoridad fiscal jamás expresó en forma detallada el acta circunstanciada en la que se documentó la visita física al inmueble materia de la valuación, en donde se hace constar que se mostró el referido mandamiento escrito al ocupante del inmueble, además tampoco hace referencia a la diligencia y fecha de la notificación de los resultados del avalúo, luego, es dable concluir que la autoridad fiscal no dio a conocer la orden de valuación y no emitió los demás actos, por ende, el referido avalúo se encuentra afectado de ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tal virtud, la autoridad demandada en el segundo considerando de la resolución impugnada al momento de expresar las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tomó en consideración para emitir los multireferidos avalúos, parte de una falsa premisa y esto hizo que percibiera de manera equivocada los hechos, situación que lo llevó a sostener indebidamente la legalidad de los actos fiscales indicados en el segundo, tercero y cuarto puntos resolutivos del pluricitado fallo, lo que originó su indebida motivación, por ende, bajo esta perspectiva, la resolución combatida incumple con el elemento de validez exigido en el artículo 137, fracción VI, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, vicio que trae como resultado su ilegalidad. . . . . . .  . . . . . . . 
Por todo lo anterior, es  importante señalar que para  actualizar el valor fiscal 
de un inmueble es menester que la autoridad fiscal Municipal cumpla con una serie de requisitos que al efecto establecen los artículos 176 y 177 de la Ley de  Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; pues, conforme a lo estipulado por los citados numerales, para que el valor fiscal pueda ser válido y eficaz, debe ser consecuencia de un avalúo practicado conforme a las formalidades siguientes: 1.- Que exista una orden de valuación escrita debidamente fundada y motivada, emitida por el Tesorero Municipal; 2.- Que dicha orden contenga la designación del perito o peritos autorizados para practicar el avalúo; 3.- Que se notifiquen los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- Que al contribuyente se conceda el plazo de 30 treinta días, para que formule aclaraciones; 5.- Que la valuación del terreno y de las construcciones se realice por separado; 6.- Que el avalúo se elabore en las formas oficiales correspondientes; 7.- Que los valores unitarios del suelo y de las construcciones se apliquen conforme lo establecido en la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal correspondiente; y, 8.- Que la visita física al inmueble objeto de la valuación, la realice el perito en hora y día hábil. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, cabe precisar que el procedimiento de valuación genera derechos y obligaciones, por lo que el actor tiene el derecho de recibir un avalúo precedido de los actos formales señalados en supralíneas, sin embargo, es el caso que en el segundo considerando de la resolución combatida, se advierte que en la práctica del avalúo con fecha 20 veinte de julio del año 2007 dos mil siete, que fija el valor fiscal al inmueble registrado bajo la cuenta predial … y en la realización del avalúo de fecha 16 dieciséis de enero de 2007 dos mil siete, que fija el valor fiscal al inmueble registrado bajo la cuenta predial …, se llevaron a cabo, sin respetar algunas de las formalidades esenciales del procedimiento de valuación; ya que en el primer avalúo no se dio conocer al justiciable la orden de valuación y en el segundo el avalúo faltó la orden de valuación; y, en ambos, por parte del perito autorizado no se realizó la práctica de la visita física al inmueble objeto de la valuación y éste no mostró a los ocupantes del inmueble la orden escrita de valuación y se omitió la notificación formal de los resultados del avalúo y del monto del impuesto, pues, como se ha dicho, la autoridad demandada, en el segundo considerando de la resolución combatida, percibió de manera equivocada los hechos; en ese tenor, los avalúos fiscales que nos ocupan, son producto de un procedimiento viciado y dichas omisiones constituyen vicios formales que acarrean la ilegalidad de los actos fiscales consecuentes; por consiguiente, si los avalúos fiscales descritos en supralíneas son ilegales, luego entonces, todos sus actos consecuentes también se encuentra  afectados de  ilegalidad, dentro de los que se  encuentran los precisados en párrafo más adelante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . 
En ese supuesto y tomando en cuenta las razones que quedaron apuntadas en supralíneas, resultan inexactas las consideraciones expresadas en la resolución impugnada y las determinaciones tomadas en sus puntos resolutivos segundo, tercero y cuarto, respectivamente, en el sentido de confirmar los estados de cuenta, los valores fiscales y los montos de los adeudos; por tanto, se violan en perjuicio de la parte actora los derechos protegidos por los artículos 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; por ende, es el caso que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción VI del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que resolución de origen no se encuentra debidamente motivada, porque en su segundo considerando, la autoridad demandada no apreció los hechos en forma adecuada, lo que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, por lo que con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción IV, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de decretarse y se decreta la modificación de la resolución …, dictada en el recurso de revocación …, a través de la cual en su segundo punto resolutivo se confirman los estados de cuenta de la cuentas prediales números … y …, en su tercer punto resolutivo se confirman los valores fiscales de los inmuebles con las mismas cuentas prediales y en su cuarto punto resolutivo se confirman los montos adeudados señalados en los referidos estados de cuenta. . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, la resolución a debate, se modifica para el efecto de declarar la nulidad lisa y llana de los siguientes actos fiscales: 1.-  Del avalúo fiscal de fecha 20 veinte de julio del año 2007 dos mil siete, que fija al inmueble registrado bajo la cuenta predial …, el valor fiscal de … y de todos sus actos consecuentes dentro de los que se encuentran los siguientes: a).- El mandamiento de embargo del impuesto predial, de fecha 03 tres de septiembre de 2007 dos mil siete, … y el acta de embargo practicada el día 07 siete del mismo mes y año, en la que se embargó el inmueble ubicado en …; b).- El requerimiento de pago del impuesto predial de fecha 10 diez de abril del año 2008 dos mil ocho, por la cantidad de … y su notificación; c).- El mandamiento de embargo del impuesto predial, de fecha 08 ocho de agosto de 2008 dos mil ocho, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada el mismo mes y año, en la que se embargó el inmueble ubicado en calle …; d).- El requerimiento de pago del impuesto predial de fecha 06 seis de abril del año 2009 dos mil nueve, por la cantidad de … y su notificación; e).- El mandamiento de embargo del impuesto predial, de fecha 05 cinco de septiembre de 2009 dos mil nueve, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada el día 06 seis de octubre del mismo año, en la que se embargó el inmueble ubicado en calle …;  f).- El requerimiento de pago del impuesto predial de fecha 15 quince de abril del año 2010 dos mil diez, por la cantidad de … y su notificación; g).- El mandamiento de embargo del impuesto predial, de fecha 08 ocho de noviembre de 2010 dos mil diez, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada el día 18 dieciocho del mismo mes y año, en la que se embargó el inmueble ubicado en calle …; h).-El requerimiento de pago del impuesto predial de fecha 05 cinco de julio del año 2011 dos mil once, por la cantidad de …; i).- El mandamiento de embargo del impuesto predial, de fecha 17 diecisiete de agosto de 2011 dos mil once, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada el día 24 veinticuatro del mismo mes y año, en la que se embargó el inmueble ubicado en calle …. 2.-  Del avalúo fiscal de fecha 16 dieciséis de enero del año 2007 dos mil siete, que fija al inmueble registrado bajo la cuenta predial …, el valor fiscal de … y de sus todos sus actos consecuentes dentro de los que se encuentran los siguientes: a).- El requerimiento de pago del impuesto predial de fecha 04 cuatro de mayo del año 2007 dos mil siete, por la cantidad de …; b).- El mandamiento de embargo del impuesto predial, de fecha 03 tres de septiembre de 2007 dos mil siete, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada el día 07 siete del mismo mes y año, en la que se embargó el inmueble ubicado en calle …; c).- El requerimiento de pago del impuesto predial de fecha 10 diez de abril del año 2008 dos mil ocho, por la cantidad de … y su notificación; d).- El mandamiento de embargo del impuesto predial, de fecha 08 ocho de agosto de 2008 dos mil ocho, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada el día 20 veinte del mismo mes y año, en la que se embargó el inmueble ubicado en calle …; e).- El requerimiento de pago del impuesto predial de fecha 10 diez de abril del año 2009 dos mil nueve, por la cantidad de … y su notificación; f).- El mandamiento de embargo del impuesto predial, de fecha 05 cinco de septiembre de 2009 dos mil nueve, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada el día 06 seis de octubre del mismo año, en la que se embargó el inmueble ubicado en calle …; g).- El mandamiento de embargo del impuesto predial, de fecha 08 ocho de noviembre de 2010 dos mil diez, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada el día 18 dieciocho de octubre del mismo año, en la que se embargó el inmueble ubicado en calle …; h).- El requerimiento de pago del impuesto predial de fecha 05 cinco de julio del año 2011 dos mil once, por la cantidad de … y su notificación; i).- El mandamiento de embargo del impuesto predial, de fecha 17 diecisiete de agosto de 2011 dos mil once, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada el día 24 veinticuatro de agosto del mismo año, en la que se embargó el inmueble ubicado en calle …. Asimismo, resulta afectado de ilegalidad el avalúo del 03 tres de junio de 2013 dos mil trece, en virtud de que es fecha posterior al día en que se presentó la demanda que se resuelve, a través de la cual se impugna la resolución del recurso de revocación, de donde resulta que la orden de la práctica de avalúo estaba condicionada a las resultas de este proceso. Lo anterior es así porque, todos los actos consecuentes se apoyan en un avalúo viciado de origen, al resultar de un procedimiento de valuación en el que no se respectaron sus formalidades esenciales, operando el principio general de derecho que reza “lo accesorio sigue la suerte de lo principal”. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna  forma  partícipes  de  tal  conducta  irregular,  al otorgar a  tales  actos valor legal.”. De esta manera, la nulidad de los actos fiscales combatidos y de sus actos consecuentes trae como consecuencia jurídica que prevalezcan las cosas en la misma situación que tenían antes de su emisión, lo que obliga a la autoridad demandada a ordenar la práctica de los avalúos con sujeción a las formalidades contempladas por los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en ese sentido la autoridad demandada se encuentra constreñida a determinar y liquidar el impuesto predial por el o los periodos que deban pagarse a la fecha, de manera debidamente fundada y motivada, aplicando como base el valor fiscal anterior al impugnado en este proceso, es decir, el ultimo valor fiscal registrado ante la autoridad fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . 
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en el concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en el capítulo respectivo de la demanda, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa como criterio orientador la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones IV; y, 302 fracción IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.-  Este Juzgado  Primero  Administrativo  Municipal,  por razón de 
turno, resultó competente para tramitar y resolver el este proceso. . . . . . . .  . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se modifica la resolución …, dictada en el recurso revocación …, la que en el segundo punto resolutivo confirma los estados de cuenta de la cuentas prediales números … y …; en el tercer punto confirma los valores fiscales de los inmuebles con las mismas cuentas prediales; y, en el cuarto confirma los montos adeudados señalados en los estados de cuenta. Por consiguiente, se declara la nulidad lisa y llana del avalúo fiscal de fecha 20 veinte de julio del año 2007 dos mil siete, que fija al inmueble registrado bajo la cuenta predial número …, el valor fiscal de …, así como del avalúo fiscal de fecha 16 dieciséis de enero del año 2007 dos mil siete, que fija al inmueble registrado bajo la cuenta predial número …, el valor fiscal de … y de todos sus actos consecuentes precisados en el último párrafo del cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . .
